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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Ha comparecido el Sr. Juan J. Morales Fontánez, miembro de 

la población correccional de máxima seguridad en Ponce. Se 

presenta ante este foro por derecho propio y nos solicita que 

revisemos la determinación del Comité de Clasificación y 

Tratamiento del Departamento de Corrección y Rehabilitación. 

Mediante la aludida determinación, el foro administrativo denegó el 

cambio de custodia asignado al recurrente. Por los fundamentos 

que discutiremos, se confirma la Resolución recurrida. 

Veamos los hechos 

I 
  

El Sr. Morales Fontánez se encuentra confinado en la 

institución correccional Ponce Máxima, extinguiendo una condena 

de 271 años y 10 días por los delitos de asesinato en primer grado, 

asesinato en segundo grado, homicidio, violacion, robo,  fuga y 

violaciones a la Ley de Armas, entre otros. El 27 de abril de 2016 el 

Comité de Clasificación y Tratamiento (Comité de Clasificación) 
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realizó una evaluación rutinaria del plan institucional del recurrente. 

La sumatoria de dicha evaluación reflejó una puntuación de cuatro 

(4 ), la cual corresponde al nivel de custodia mínima. No obstante, el 

Comité acordó ratificar la custodia máxima a la cual pertenece el 

recurrente. El Comité de Clasificacion, en su resolución, hizo un 

recuento detallado de los delitos cometidos por el recurrente y las 

fechas en que fue sentenciado y concluyó que era necesario que el 

confinado permaneciera en una institución con medidas de 

seguridad extremas. Así pues, el Comité  indicó:  

El confinado de epígrafe fue sentenciado a extinguir una 
sentencia extrema de 271 años y 10 días de reclusión de 
la cual ha cumplido 22 años, 6 meses y 17 días de 
reclusión, lo que consideramos no representa un tiempo 
de ajuste razonable en relación a la sentencia impuesta. 
Le restan 33 años para extinguir el mínimo de su 
sentencia y aproximadamente 157 años para extinguir el 
máximo. De continuar observando ajustes en una 
institución con medidas extremas de seguridad, en la 
cual pueda demostrar haber ganado sentido de 
responsabilidad e interés en su rehabilitación.  

 

 Inconforme, el Sr. Morales Fontánez presentó una apelación 

ante la Oficina del Director de Clasificación a Nivel Central. En 

respuesta a la apelación presentada, el 31 de mayo de 2016, los 

miembros del Comité de Clasificación a Nivel Central concurrieron 

con los acuerdos tomados por el Comité de Clasificación y 

ratificaron el nivel de custodia máxima. El Comité de Clasificación 

tomó en consideración la severidad extrema de los delitos 

cometidos y el poco tiempo cumplido en proporción a la condena 

impuesta. Asimismo, el Comité destacó que la conducta observada 

por el recurrente ha sido desordenada, afectando la seguridad 

institucional, razón por la cual se han presentado querellas 

disciplinarias en su contra.  En consecuencia, la apelación del 

recurrente fue denegada. Dicha determinacion fue notificada el 10 

de junio de 2016. 
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 Insatisfecho, el recurrente presentó una solicitud de 

reconsideración, que fue denegada el 12 de julio de 2016 y 

notificada el 29 de julio de 2016. Aun inconforme, el recurrente 

presentó el recurso que nos ocupa y señala que el Comité incidió al 

ratificar la custodia máxima.   

II 
  

El Estado tiene el deber constitucional de “reglamentar las 

instituciones penales para que sirvan a sus propósitos en forma 

efectiva y propender, dentro de los recursos disponibles, al 

tratamiento adecuado de los delincuentes para hacer posible su 

rehabilitación moral y social”. Sección 19 del Artículo VI de la 

Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Cónsono 

con lo anterior, el Plan de Reorganización del Departamento de 

Corrección de 2011, Plan 2-2011 decretó como política pública “la 

creación de un sistema integrado de seguridad y administración 

correccional donde las funciones y deberes se armonicen en un 

proceso facilitador a la imposición de penas y medidas de 

seguridad, así como a la custodia de los ciudadanos que han sido 

encontrados incursos en la comisión de un delito o falta y que 

establezcan procesos de rehabilitación moral y social del miembro 

de la población correccional o transgresor, a fin de fomentar su 

reincorporación a la sociedad”.  En virtud de lo dispuesto en el Plan 

de Reorganización, supra, el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación aprobó el Reglamento Núm. 8281, Manual para 

Clasificación de Confinados (Manual de Clasificación). El Manual de 

Clasificación dispone que “el método de clasificación de confinados 

es el eje central de una administración eficiente y un sistema 

correccional eficaz. Por lo tanto, la clasificación de los confinados 

consiste en la separación sistemática y evolutiva de los confinados 
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en subgrupos, en virtud de las necesidades de cada individuo, y las 

exigencias y necesidades de la sociedad, desde la fecha de ingreso 

del confinado hasta la fecha de su excarcelación”. Véase además, 

López Borges v. Adm. Corrección, 185 DPR 603 (2012). 

 Por su parte, el Comité de Clasificación y Tratamiento es el 

encargado de evaluar a los confinados en torno a sus necesidades, 

aptitudes, intereses y funcionamiento social. En atención a lo 

anterior, el Manual de Clasificación dispone que para lograr un 

sistema de clasificación funcional, el confinado tiene que ubicarse 

en el programa y en el nivel de custodia menos restrictivo posible 

para el que el confinado cualifique, sin menoscabar la seguridad y 

las necesidades de la sociedad, de los demás confinados, y del 

Personal Correccional. La Sección 1 del Manual define la 

clasificación como un proceso confiable y válido mediante el cual se 

subdivide a los confinados en grupos, basándose en varias 

consideraciones entre las que se incluyen la (1) severidad del delito, 

(2) historial de delitos anteriores, (3) comportamiento en 

instituciones, (4) los requisitos de seguridad y supervisión, y (5) las 

necesidades identificables de programas y servicios específicos.  El 

sistema consta de una clasificación inicial del confinado seguida de 

un proceso de reclasificación periódica de cada uno. 

Nuestro Tribunal Supremo ha expresado que la clasificación 

del nivel de custodia de un confinado requiere que la agencia realice 

un adecuado balance de intereses pues “[p]or una parte, estará el 

interés público de lograr la rehabilitación del confinado, así como el 

de mantener la seguridad institucional y general del resto de la 

población penal; de la otra, estará el interés particular del confinado 

de permanecer en un determinado nivel de custodia.” Cruz v. Adm. 

de Corrección, 164 DPR 341 (2005).   
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El Manual de Clasificación en su Sección 7, además, 

establece que la reclasificación de confinados es el procedimiento 

para la revisión del nivel de custodia de cada confinado con el fin de 

determinar cuán apropiada es la asignación actual de custodia.  

Mientras que define la reclasificación como la “[r]evisión periódica 

de los confinados en lo que respecta a su progreso como parte del 

Plan Institucional, así como también a su categoría de 

custodia.”  Sección 1 del Reglamento Núm. 8281.       

El procedimiento de reclasificación se llevará a cabo como 

parte de una revisión rutinaria o como parte de una revisión 

automática no rutinaria. No obstante, “una reevaluación de custodia 

no necesariamente tiene como resultado un cambio en la 

clasificación de custodia o la vivienda asignada, sino que su función 

primordial es supervisar la adaptación del confinado y prestarle 

atención a cualquier situación pertinente que pueda surgir.”  Sección 

7, Manual de Clasificación. 

El Comité de Clasificación al evaluar la custodia actual de un 

confinado utiliza los criterios establecidos en la Escala de 

Reclasificación de Custodia. Estos son: (1) gravedad de los cargos y 

sentencias actuales; (2) historial de delitos graves previos; (3) 

historial de fuga o tentativas de fuga; (4) número de acciones 

disciplinarias; (5) acciones disciplinarias previas serias; (6) 

sentencias anteriores por delitos graves como adulto; (7) 

participación en programas y tratamiento; y (8) edad al momento de 

la evaluación.   Asimismo, la Escala de Reclasificación de Custodia 

dispone una modificación no discrecional cuando al miembro de la 

población correccional le restan más de quince (15) años para ser 

elegible a una libertad bajo palabra.  
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Igualmente, la referida Escala le provee al Comité de 

Clasificación algunos criterios adicionales discrecionales para un 

nivel de custodia más alto.  Estos criterios son: (1) la gravedad del 

delito; (2) el historial de violencia excesiva; (3) la afiliación con 

gangas; (4) la dificultad en el manejo del confinado; (5) la 

reincidencia habitual; (6) el riesgo de evasión; (7) el comportamiento 

sexual agresivo; (8) los trastornos mentales o desajustes 

emocionales; (9) si representa una amenaza o peligro; (10) la 

desobediencia de las normas; y (11) el reingreso por violación de 

normas. Mientras que los factores discrecionales para asignar un 

nivel de custodia más bajo son: (1) la gravedad del delito; (2) una 

conducta excelente; y (3) la conducta anterior excelente; y (4) la 

estabilidad emocional. La determinación del Comité de Clasificación 

estará sujeta a un análisis de razonabilidad enmarcada en la 

reglamentación del Departamento de Corrección y la discreción 

administrativa. Conforme a estos principios, los acuerdos del Comité 

de Clasificación deberán estar fundamentados por hechos e 

información sometida ante su consideración, mediante la cual se 

evidencie la necesidad de la acción recomendada o aprobada. 

López Borges v. Adm. Corrección, supra.  

Por último, la revisión judicial de las determinaciones 

administrativas se circunscribe a evaluar si la actuación de la 

agencia es arbitraria, ilegal, o tan irrazonable que la misma 

constituye un abuso de discreción de la agencia. Otero v. Toyota, 

163 DPR 716 (2005); Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409 (2003); 

E.L.A. et als. v. Malavé, 157 DPR 586 (2002); Mun. de San Juan v. 

J.C.A., 149 DPR 263 (1999); Franco v. Depto de Educación, 148 

DPR 703 (1999).  Al recibir una petición de revisión debemos 

analizar si de acuerdo con el expediente administrativo: (1) el 
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remedio concedido fue razonable; (2) las determinaciones de 

hechos están razonablemente sostenidas por la prueba y; (3) las 

conclusiones de derecho del organismo administrativo son 

correctas. García Reyes v. Cruz Auto Corp., 174 DPR 870, 894 

(2008);  P.R.T.Co. v. J. Reg. Tel. de P.R., 151 DPR 269 (2000); 

Mun. de San Juan v. J.C.A., 149 DPR 263 (1999).  Cabe precisar, 

que el expediente administrativo constituirá la base exclusiva para la 

decisión de la agencia y para la revisión judicial de ésta. 

Comisionado v. Prime Life, 162 DPR 334 (2004); Torres v. Junta 

Ingenieros, 161 DPR 696 (2004).       

Conforme a lo dispuesto por ley, existe una práctica judicial 

claramente establecida de conceder gran consideración y 

deferencia a las decisiones de los foros administrativos. Otero v. 

Toyota, supra; Rebollo v. Yiyi Motors, supra; Misión Ind. P.R. v. 

J.C.A., 145 DPR 908 (1998). No obstante, el que los tribunales den 

un alto grado de deferencia a los dictámenes de las agencias no 

significa una abdicación de la función revisora del foro judicial. 

Rivera Concepción v. A.R.P.E., 152 DPR 116 (2000); Del Rey v. 

J.A.C.L., 107 DPR 348 (1978). Las determinaciones de los foros 

administrativos no gozan de deferencia cuando estos actúan de 

manera arbitraria, ilegal, irrazonable o ante la ausencia de prueba 

adecuada o cuando la agencia cometió error manifiesto en la 

apreciación de la misma. Comisionado v. Prime Life., supra; Torres 

v. Junta Ingenieros, supra; O.E.G. v. Rodríguez, 159 DPR 98 

(2003).  

La norma de deferencia a las determinaciones administrativas 

antes dicha cobra mayor fuerza cuando se trata de entidades a 

cargo de administrar el sistema carcelario y de “implantar las 

disposiciones reglamentarias necesarias para la consecución del 
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interés del estado en la rehabilitación de los confinados y en 

mantener la seguridad institucional y general.”  Cruz v. Adm. de 

Corrección, supra.   

III 
 
En esencia, el Sr. Morales Fontánez aduce que el Comité de 

Clasificación incidió al denegarle el cambio de su nivel de custodia 

de máxima a mínima.  

Surge de los hechos que el recurrente obtuvo una puntuación 

de cuatro (4) en la Escala de Reclasificación de Custodia. Por tal 

razón, el Sr. Morales Fontánez sostiene que a base de su 

calificación, es elegible para ser reclasificado a custodia mínima. No 

obstante, si bien un miembro de la población correccional que 

obtenga dicha puntuación tiene la posibilidad de ser reclasificado en 

un nivel de custodia menor, lo cierto es que el Manual de 

Clasificación le confiere al Comité de Clasificación la discreción para 

modificar el nivel de custodia basado, no solo en la conducta 

exhibida por el confinado en la institución penal, sino también en la 

gravedad del delito, la extensión de la condena y los años 

cumplidos, entre otros factores. 

Es importante señalar que a la fecha en que el Comité de 

Clasificación evaluó el plan institucional del recurrente, este había 

cumplido aproximadamente 22 años y 6 meses y 17 días de su 

sentencia de 271 años y 10 meses.  Así pues, del expediente 

apelativo surge que el Comité de Clasificación tomó en 

consideración el término de su sentencia, el tiempo cumplido, la 

severidad de los delitos cometidos y la conducta desordenada del 

recurrente, entre otros factores.  

Por otro lado, del examen de la evaluación del Comité de 

Clasificación y del expediente apelativo observamos que el 



 
 
 
KLRA201600852 
    

 

9 

recurrente, como parte de su plan institucional, ha participado 

satisfactoriamente en varios programas educativos y de 

rehabilitación. Sin embargo, una reevaluación de custodia no 

necesariamente tiene como resultado un cambio en la 

clasificación de custodia o la vivienda asignada.  

Luego de un estudio ponderado del expediente apelativo, 

concluimos que el foro administrativo realizó un balance adecuado 

de los intereses en controversia. De manera que al denegar el 

cambio de nivel de custodia no actuó arbitrariamente ni abusó de su 

discreción. En consideración a la norma concerniente al alcance de 

nuestra función revisora de una decisión administrativa, la 

resolución recurrida emitida por el Comité de Clasificación y 

Tratamiento del Departamento de Corrección y Rehabilitación fue 

razonable, adecuada y responsiva al reclamo del Sr. Morales 

Fontánez, por lo que no es requerida nuestra intervención.  

Sabido es que las autoridades carcelarias poseen amplia 

discreción para adoptar e implementar las disposiciones 

reglamentarias necesarias para la consecución del interés del 

Estado en la rehabilitación de los confinados y en mantener la 

seguridad institucional y general. Cruz v. Adm. de Corrección, supra;  

Rhodes v. Chapman, 425 U.S. 337 (1981); Bell v. Wolfish, 441 U.S. 

540 (1979). 

Por todo lo anterior, debemos abstenernos de intervenir, toda 

vez que las interpretaciones del foro recurrido fueron consistentes 

con el interés apremiante que tiene el Estado en mantener el orden 

y la seguridad en las instituciones correccionales.  

IV 
  

Por los fundamentos discutidos, CONFIRMAMOS la 

resolución del Departamento de Corrección y Rehabilitación.  
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

DIMARIE ALICEA LOZADA 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


